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Por otra parte, los terceros deben ser protegidos no sólo mediante la 
negativa del Registrador a inscribir (únicamente en los casos en que 
exista fundamento ex artículo 18 de la Ley Hipotecaria), sino también 
cuando inscriba. Y es que la decisión de inscribir por parte del Registra-
dor puede acarrear perjuicios para quienes no han intervenido en el acto 
o contrato de que se trate, sin que por ello se establezca en las normas que 
disciplinan el procedimiento registral medios de reacción de esos terce-
ros para impedir la inscripción.

La protección de terceros será efectiva por el hecho de que el Registra-
dor desempeñe su función correctamente, con el cumplimiento de las 
normas que rigen el procedimiento registral y mediante la comprobación 
de que el título reúne los requisitos legalmente establecidos para su ins-
cripción (con independencia de que su retribución se haya fijado históri-
camente por arancel público; sin que, por ello, pudiera entenderse que el 
ejercicio de su función pública quede desnaturalizada por dicha circuns-
tancia; pues nadie puede plantear que, por ese criterio retributivo –se 
percibe el arancel cuando se inscribe-, el Registrador vaya a inscribir sin 
seguir dichos procedimiento y normas legales con un posible perjuicio 
para esos terceros).

Como el Notario, el Registrador ha de realizar una función de control 
de la legalidad, en el ámbito respectivo, que no queda empañada por los 
criterios de organización del servicio público antes referidos, y de modo 
que su actuación en caso de eventual incorrección pueda ser impugnada 
por los terceros que se consideren perjudicados.

5. Examinado el título presentado a calificación se observa que el 
Notario ha reseñado adecuadamente el documento auténtico exhibido 
del que nacen las facultades representativas. Y, al expresar el Notario en 
el título, que a su juicio, «…son suficientes las facultades representativas 
acreditadas para los actos que se formalizan en la presente escritura de 
compraventa», resulta evidente que ese juicio de suficiencia contenido en 
la escritura es congruente y coherente con el negocio jurídico documen-
tado en dicho título y con el mismo contenido de éste, ya que se trata de 
una escritura de compraventa.

Carecen, por tanto, de virtualidad alguna los obstáculos manifestados 
por el Registrador, ya que atendidos los artículos 18 de la Ley Hipotecaria 
y 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, el Notario no tiene por qué 
especificar cuáles son esas facultades representativas contenidas en la 
escritura de apoderamiento que considera suficientes. Y el juicio de sufi-
ciencia del Notario está correctamente expresado, ya que resulta con-
gruente con el contenido del negocio jurídico documentado en el título, 
siendo este aspecto capital el que debería haber calificado el Registra-
dor.

Según el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, el Registrador habrá de 
efectuar su calificación por lo que resulte del propio título y de los asien-
tos del Registro. En este ámbito, el juicio que el Notario ha emitido sobre 
la suficiencia de las facultades representativas en la escritura calificada 
no resulta contradicho por el contenido de ésta. La calificación impug-
nada   parece más inclinada a poner trabas a la calificación notarial de la 
suficiencia de tales facultades que a respetar la norma del artículo 98 de 
la Ley 24/2001; e implica la revisión de una valoración –el juicio de sufi-
ciencia de las facultades representativas de quien comparece en nombre 
ajeno-que legalmente compete al Notario, con el alcance que ha sido 
expresado en los precedentes fundamentos de derecho. Por ello, dicha 
calificación carece de todo fundamento legal y excede del ámbito que le 
es propio, conforme a los artículos 18 de la Ley Hipotecaria, 98 de la Ley 
24/2001, de 27 de diciembre y 143 del Reglamento Notarial, según el crite-
rio de este Centro Directivo que resulta de anteriores resoluciones por las 
que ha resuelto recursos frente a calificaciones negativas análogas a la 
ahora impugnada (cfr. las Resoluciones de este Centro Directivo citadas 
en los «Vistos» de la presente; y especialmente, respecto de la interpreta-
ción del artículo 143.4 del Reglamento Notarial –en sentido opuesto al 
expresado ahora por el Registrador en su calificación-las recientes de 14, 
20 y 28 de febrero de 2007).

6. Por cuanto antecede, esta Dirección General entiende que, a la 
vista de la calificación impugnada, pueden existir causas que justifiquen 
la apertura de un expediente disciplinario conforme al artículo 313, apar-
tados B).k) de la Ley Hipotecaria, pues el Registrador procede en dicha 
calificación en sentido materialmente contrario al reiterado criterio de 
este centro directivo en las sucesivas resoluciones por las que ha resuelto 
recursos frente a calificaciones negativas que tienen como objeto la apli-
cación del artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y que son 
citadas en la presente, entre ellas las de 21, 22 y 23 de febrero, 1 de abril 
y 4 de mayo de 2005 que estimaron recursos interpuestos contra califica-
ciones del propio Sr. Arnáiz Eguren).

7. Por último, por lo que se refiere a las alegaciones vertidas por el 
Notario recurrente sobre la calificación del Registrador sustituto, cabe 
recordar que el presente recurso únicamente puede tener como objeto la 
calificación del Registrador sustituido («a los efectos de interposición del 
recurso frente a la calificación del Registrador sustituido», establece la 
regla 5.ª del artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria), lo que debe entenderse 
sin perjuicio de que, ante la calificación del Registrador sustituto que 

confirma la calificación emitida por el Registrador sustituido –demostra-
tiva, como ha quedado expuesto, de la actitud injustificada y deliberada-
mente rebelde del Registrador al cumplimiento no sólo de la propia Ley 
sino de la doctrina contenida en las numerosísimas Resoluciones de este 
Centro Directivo–, proceda estimar que por la vía oportuna puedan existir 
causas que justifiquen la apertura de un expediente disciplinario también 
contra el Registrador sustituto conforme al artículo 313, apartados B).k) 
de la Ley Hipotecaria.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación del Registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo Civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 7 de noviembre de 2007.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 20160 RESOLUCIÓN de 7 de noviembre de 2007, de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, en el recurso 
interpuesto por el notario de Torrejón de Ardoz, don Joa-
quín Delibes Senna-Cheribbo, contra la negativa del regis-
trador de la propiedad n.º 19, de Madrid, a inscribir una 
escritura de carta de pago y cancelación de hipoteca.

En el recurso interpuesto por el Notario de Torrejón de Ardoz don 
Joaquín Delibes Senna-Cheribbo contra la negativa del Registrador de la 
Propiedad número 19 de Madrid, don Rafael Arnaiz Eguren, a inscribir 
una escritura de carta de pago y cancelación de hipoteca.

Hechos

I

El día 19 de enero de 2007 don Joaquín Delibes Senna-Cheribbo, Nota-
rio de Torrejón de Ardoz, autorizó una escritura de carta de pago y cance-
lación de hipoteca otorgada por determinada entidad de crédito.

En dicha escritura se expresa que la citada entidad acreedora, cuyas 
circunstancias identificativas se detallan (entre ellas las relativas a la 
escritura de constitución y a su inscripción en el Registro Mercantil), está 
representada por los apoderados cuyas circunstancias de identidad se 
especifican; que acreditan la representación mediante escrituras de poder 
conferido en su favor por dicha entidad (escrituras de apoderamiento 
cuyos datos se reseñan, con indicación del Notario autorizante, fecha de 
otorgamiento, número de protocolo e inscripción en el Registro Mercan-
til). Respecto de los apoderados, el Notario Sr. Delibes Senna-Cheribbo 
expresa que le han aportado copia autorizada de dichas escritura de apo-
deramiento y añade que, a su juicio, «… las facultades representativas 
acreditadas son suficientes para el otorgamiento de la presente escritura 
de carta de pago y cancelación de hipoteca».

II

El título se presentó en el Registro de la Propiedad número 19 de 
Madrid el 3 de abril de 2007, con asiento 1561 del Diario 64.º; y fue objeto 
de calificación negativa que a continuación se transcribe parcialmente:

«Calificado el precedente documento, el Registrador que suscribe 
suspende su inscripción, lo que se notifica al presentante y al Notario 
autorizante, no habiéndose tomado anotación de suspensión por no 
haberse solicitado: …

… En el título que se califica, la entidad acreedora interviene represen-
tada por Don... y Don…, que hacen uso de los poderes, vigentes, según 
aseguran, cuyas circunstancias de fechas, Notarios y datos de inscripción 
son objeto de reseña por el Notario autorizante, que además, afirma lo 
siguiente “… a mi juicio, las facultades representativas acreditadas son 
suficientes para el otorgamiento de la presente escritura de carta de pago 
y cancelación de hipoteca”.

Tal y como aparece reseñado el poder, la escritura calificada no puede 
ser objeto de inscripción puesto que en la dación de fe del Notario sobre 
las circunstancias del poder, concurren dos defectos subsanables que 
nacen de los siguientes Hechos:

I. El Notario autorizante se limita a señalar que los apoderados tie-
nen facultades representativas suficientes “para el otorgamiento de la 
presente escritura de carta de pago y cancelación de hipoteca”, si bien no 
especifica cuáles son esas facultades representativas. Este tipo de redac-



BOE núm. 281 Viernes 23 noviembre 2007 48057

ción, impide que el Registrador de la Propiedad califique la suficiencia del 
poder alegado en los términos previstos en la legislación hipotecaria.

II. El Notario autorizante no justifica en absoluto la congruencia del 
poder alegado y exhibido con el contenido del negocio jurídico que se 
formaliza en la escritura calificada.

Fundamentos de Derecho:

Primero. Sobre el juicio de suficiencia.–El exclusivo juicio del nota-
rio autorizante sobre la suficiencia del poder constituye también defecto 
subsanable en atención a los siguientes fundamentos de Derecho:

A. La constancia del juicio de suficiencia es una formalidad básica 
(como se ha señalado anteriormente) exigida por el articulo 98 de la Ley 
24/2001, de 27 de diciembre. Decimos que se trata de una formalidad por-
que de todos modos, si el Notario considera que el poder no es suficiente, 
debe abstenerse de la formalización de la escritura o denegarla, de 
acuerdo con lo dispuesto en el articulo 145 inciso 2.° del Reglamento 
Notarial ya citado. Ahora bien, el juicio de suficiencia produce sus efectos 
en el ámbito propio del contrato formalizado en escritura pública, tal y 
como resulta de la Resolución de la Dirección General de los Registros y 
del Notariado de 12 de abril de 2002, cuya doctrina ha sido posterior-
mente alterada en múltiples resoluciones sobre la base de que se trata de 
diversas reinterpretaciones. Lo cierto es que supone una “reinterpreta-
ción” de tal alcance que implica una revocación de su fallo inicial, que 
tenía carácter general e interpretativo de una Ley, y que no ha sido decla-
rada lesiva ni revocada expresamente por el Centro Directivo que la 
dictó.

B. Las características del juicio de suficiencia, tal y como se expre-
san en la escritura calificada impiden al Registrador, a través de su fun-
ción calificadora, disentir de la previa opinión del Notario. Esta posibili-
dad y deber del Registrador es lógica, porque de no ser así, los 
poderdantes quedarían indefensos ante las actuaciones de sus apodera-
dos, facultados para elegir al Notario que crean conveniente para inter-
pretar el poder. Como consecuencia, el poderdante, directamente afec-
tado por la decisión del Notario correspondiente no puede, no ya 
intervenir en la elección del Notario, sino ni siquiera recurrir la valoración 
o juicio de éste sobre la suficiencia de poder. Dicho de una forma gráfica, 
el Notario califica la suficiencia del poder que le presentan (una o ambas 
partes otorgantes), para saber si puede, o no, autorizar la escritura con-
forme al ya citado artículo 145.2.º del Reglamento Notarial. Su juicio es 
necesario para que el instrumento público surta sus fundamentales efec-
tos de presunción de veracidad e integridad conforme a lo dispuesto en la 
legislación material civil y en la legislación notarial. En cambio, la califi-
cación registral tiene otro significado distinto. En efecto, el Registrador 
tiene que enjuiciar la suficiencia del poder para determinar si el título 
público por el que se transmite, cree, modifique o extinga un derecho, 
puede dar lugar a la inscripción de éste, y por tanto, que se provoquen los 
efectos presuntivos de legalidad y fe pública, de los que carece el instru-
mento público notarial y que permiten el cumplimiento efectivo del dere-
cho de defensa judicial que establece el artículo 24 de la Constitución 
Española.

En contra de la afirmación anterior, la doctrina notarialista (llevada 
hasta sus últimos extremos por la Dirección General de los Registros y del 
Notariado en sus últimas Resoluciones), parte de la base de que la actua-
ción notarial no sólo implica la utilización de una “forma” determinada, 
sino también el ejercicio de un “control de legalidad” de similar alcance y 
efectos del que realiza el Registrador al calificar. Este criterio, que puede 
llevar a pensar que es innecesaria la calificación del Registrador, puesto 
que es suficiente el juicio de legalidad del Notario, es el que se manifiesta 
en distintas resoluciones de la D.G.R.N., así como en determinadas Sen-
tencias de Instancia y en algunas provenientes de Audiencias Territoriales 
(concretamente la de Valladolid).

Ahora bien, este parangón constante que lleva a cabo la doctrina de la 
Dirección General, en cuanto al alcance de los respectivos juicios de valor 
de uno y de otro –Registrador y Notario–, podría perfectamente predi-
carse de otros funcionarios –Fiscal, Abogado del Estado o incluso el 
Juez–, puesto que todos ellos, han de apreciar la suficiencia de los pode-
res, en el ámbito de la Administración o de la Jurisdicción. La realidad es 
que cada uno de estos funcionarios, tiene el papel que le atribuye el 
Estado, dentro de ámbito genérico del control de legalidad, principio que 
alcanza también a Notario y Registrador. Por eso, no se explica la cons-
tante alusión de la Dirección General, al Notario y Registrador exclusiva-
mente.

Este criterio de distinción, entre las funciones que el Estado atribuyo 
a uno y otro funcionario, aparece nítidamente expresada en la reciente 
Sentencia de 22 de noviembre de 2006 de la Sección IV, Civil, de la Audien-
cia Provincial de Santa Cruz de Tenerife, dictada por los Magistrados 
Ilmos. Sres. don Pablo José Moscoso Torres, don Emilio Fernando Suárez 
Díaz y doña Elvira Alfonso Rodríguez, que señala en su “Considerando” 
Séptimo lo siguiente: “En primer lugar, se ha de señalar que las presuncio-
nes establecidas en la legislación notarial española son las de veracidad e 

integridad conforme al artículo 17 bis la Ley del Notariado, que además 
están condicionadas a lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Civil y en 
la Ley Hipotecaria. Dichas presunciones son exclusivamente las citadas, 
sin que puedan añadirse otras no previstas, como serían las presunciones 
de legalidad o de exactitud. Además, con arreglo a una aplastante lógica 
no podría ser de otra forma, sólo las presunciones de veracidad y exacti-
tud se refieren a hechos (que puedan ser verdaderos o falsos), mientras 
que los juicios del Notario (legalidad y exactitud) son meras opiniones del 
notario. En segundo lugar, es clara la separación entre los efectos “inter 
partes” de la forma notarial, y los efectos “erga omnes” de oponibilidad 
respecto a terceros y presunciones de exactitud del asiento registral. Los 
efectos de la escritura frente a terceros son sólo en cuanto al hecho del 
otorgamiento y en cuanto a la fecha, según el artículo 1.218 del Código 
Civil, precepto este que es igualmente aplicable al documento notarial 
extranjero, por lo que la oponibilidad de los derechos reales se produce 
frente a terceros a partir de la inscripción y no de la escritura, lo que con-
firma el artículo 1257 del Código Civil, que deja bien claro que los efectos 
de los contratos –sean o no formalizados en escritura publica notarial 
española o extranjera, o en documento privado-se producen sólo entre 
1os contratantes y sus herederos, no respecto a terceros. Así mismo, las 
presunciones de exactitud y de existencia y pertenencia del derecho, así 
como la salvaguardia judicial de los asientos, se producen como conse-
cuencia de la inscripción en el Registro conforme a los artículos 38, 34 y 
1.3° de la LH.

En función de este criterio señalado por dicha Sentencia, la reciente-
mente dictada por la Ilma. Sra. doña María José Lorena Ochoa Vizcaíno, 
Magistrado Juez del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción número 4 
de Parla, de fecha 19 de enero de 2007, con idéntico criterio, y tras revocar 
íntegramente la Resolución dictada con fecha 17 de junio de 2005, por la 
DGRN, señala en el párrafo quinto de su fundamento de derecho tercero: 
“… la propia interpretación que efectúa la DGRN en la Resolución recu-
rrida, resulta contraria a su argumentación e impide al mismo Registrador 
cumplir las funciones encomendadas y que explicita la resolución, sin 
olvidar el argumento que resulta absurdo que un Registrador que examina 
una escritura en la que el Notario ha reseñado las facultades aunque sea 
someramente (lo que no le impide norma alguna y puede suceder a mayor 
abundamiento), implique que el Registrador a su vez pueda y deba exami-
narlas y en cambio la DGRN postule en su interpretación que ya con la 
nueva redacción del artículo 98 desaparece la doble calificación de tales 
poderes en cuanto a las facultades en sí”.

C. Las aseveraciones contenidas en los “Fundamentos de Derecho” 
A y B, se basaban hasta la publicación de la referida Sentencia de 22 de 
noviembre de 2006, de la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife, 
en la citada Resolución de 12 de abril de 2002, fundamental, como se ha 
dicho, que ha sido objeto de interpretación posterior cambiante por el 
Centro Directivo. En este criterio cambiante se apoya la Sentencia de la 
Audiencia Provincial de Valencia que luego se dirá para que la Sala 
excluya la imposición de costas al Centro Directivo, “habida cuenta de las 
dudas de derecho que la cuestión podía plantear al existir diversas 
RDGRN que apoyaban la tesis de la impugnada” (Fundamento de Derecho IV 
de la Sentencia). Además, lo dicho anteriormente, y, por tanto, el criterio 
de la Resolución Circular queda plenamente ratificada por la Sentencia de 
25 de octubre de 2006, de la Sección Séptima de la Audiencia Provincial 
de Valencia, en la que resulta ponente la Magistrada, doña María Ibáñez 
Solaz.

Pues bien, la doctrina general antes expuesta que se concreta en “Con-
siderando séptimo” de la Sentencia citada de la Audiencia Provincial de 
Santa Cruz de Tenerife, anteriormente transcrito, se ratifica absoluta-
mente en la citada Sentencia de la Audiencia Provincial de Valencia, que 
señala directamente en su “Considerando” Tercero:

“No puede admitirse que el artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de 
diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, 
pueda haber atribuido de forma exclusiva y excluyente a los Notarios la 
facultad de valoración de la capacidad legal de los otorgantes, asumiendo 
una responsabilidad que perfectamente no solo podría privar a los mis-
mos de la confianza en ellos depositada, sino que obviaría las competen-
cias de los Registradores y dejaría sin eficacia alguna, su función califica-
dora. Al asumir esta postura (ejercicio de la calificación) el Registrador, 
no está haciendo sino mantener el principio de legalidad y seguridad jurí-
dica en el ámbito de sus atribuciones de acuerdo con el artículo 18 de la 
Ley Hipotecaria, al decir que –los Registradores calificarán, bajo su res-
ponsabilidad, la legalidad de las formas extrínsecas de los documentos de 
toda clase”.

Este criterio jurisprudencial ha quedado plenamente ratificado por el 
artículo 143 del Reglamento Notarial tras la redacción dada por el Real 
Decreto 45/2007, de 19 de enero, según el cual “Los efectos que el ordena-
miento jurídico atribuye a la fe pública notarial sólo podrán ser negados o 
desvirtuados por los Jueces y Tribunales y por las administraciones y 
funcionarios públicos en el ejercicio de sus competencias”. Precisamente 
la fe pública notarial en materia de poderes es uno de los aspectos que 
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queda sujeto a la calificación del Registrador en el ejercicio de sus com-
petencias conforme al artículo 18 de la Ley Hipotecaria.

Segundo. De la congruencia.–La Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de 
redacción no excesivamente afortunada, contenía la siguiente frase: “La 
reseña por el Notario del documento auténtico y su valoración de la sufi-
ciencia de las facultades representativas harán fe suficiente, por sí solas, 
de la representación acreditada, bajo la responsabilidad del Notario”.

El precepto transcrito no resolvió definitivamente el significado del 
examen del poder por parte del Notario, puesto que en su interpretación, 
podrían darse dos posibilidades:

1.° Que la reseña por el notario del documento auténtico, alcanzase 
a dos aspectos, es decir, a las circunstancias identificativas del poder y, 
además, a las facultades conferidas por el poderdante al apoderado.

2.° Como alternativa podría admitirse también la interpretación de 
que la citada reseña, alcanzase solamente a las circunstancias identifica-
tivas del poder, puesto que las facultades de apoderamiento quedarían 
incluidas dentro de la fe de suficiencia que hace el notario y que produci-
ría efectos por sí sola.

La Resolución circular promovida por el Consejo del Colegio Notaria-
les –sic– que promulgó la DGRN el 12 de abril de 2002, se inclinó por la 
primera de las interpretaciones citadas, señalando la obligación por parte 
del Notario que autorizase el documento en el que se formaliza el negocio 
representativo, de insertar, forma sucinta, pero suficiente, las facultades 
representativas que permitan la calificación de la suficiencia del poder 
por parte del Registrador.

Sin embargo, como antes se decía, en sucesivas Resoluciones que 
empieza a dictar la Dirección General a partir de septiembre de 2002, 
hasta la publicación de la Ley 24/05 de 18 de noviembre, se “reinterpreta” 
la Resolución Circular, en el sentido de que la reseña citada, ha de limi-
tarse a las circunstancias identificativas, de tal forma que el juicio de 
suficiencia del poder que lleva a cabo el notario, tiene alcance suficiente 
para generar la inscripción registral, sin posibilidad de calificación por el 
Registrador, tema al que se ha aludido anteriormente.

Es de destacar, que la Resolución Circular, no se revoca en ningún 
momento, ni se declara lesiva, para los intereses de la Administración 
sino que simplemente, se “reinterpreta”, fórmula ajena a la técnica de 
revisión de los actos administrativos a que se refiere el artículo 105 y con-
cordantes de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y de Procedimiento Administración Común.

El criterio de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, se revisa en la redac-
ción que da a su artículo 98, el artículo 34 de la Ley 24/05, de 18 de noviem-
bre. Este nuevo precepto señala literalmente: “la reseña por el Notario de 
los datos identificativos del documento auténtico y su valoración de la 
suficiencia de las facultades representativas harán fe suficiente, por sí 
solas, de la representación acreditada, bajo responsabilidad del notario. 
El registrador limitará su calificación a la existencia de la reseña identifi-
cativa del documento, del juicio notarial de suficiencia y a la congruencia 
de éste con el contenido del título presentado, sin que el registrador 
pueda solicitar que se le trascriba o acompañe el documento del que nace 
la representación”.

De dicha redacción, se deducen varias consecuencias:

a. De una parte, no cabe duda, de que de las dos posibilidades citadas 
de interpretación del artículo 98 de la Ley 24/01, el nuevo precepto se 
incline claramente, por la segunda, de forme que el examen por el notario 
del documento auténtico, ha de referirse solamente a los datos identifica-
tivos del poder, es decir, al requisito de la existencia. En este sentido, la 
Resolución de la DGRN de 31 de enero de 2006, señala como defecto sub-
sanable, el que el Notario omite el nombre de la persona que confiere el 
poder, es decir, de uno de los elementos que considera básico para la 
identificación documental del apoderamiento.

b. Por otra parte, mantiene el criterio de que la valoración por el 
Notario, de la suficiencia de las facultades representativas «hará fe sufi-
ciente, por sí sola, de la representación acreditada, bajo responsabilidad 
del notario», si bien lo que no establece dicha Ley es el ámbito de eficacia 
de la dación de fe, que según la Doctrina de la Dirección General, se 
refiere, no sólo al propio documento que se autoriza, sino también a otros 
ámbitos distintos, como por ejemplo el registral, mientras que en las dos 
Sentencias citadas, de fechas 25 de octubre de 2006 y 22 de noviembre 
de 2006, de las Audiencias de Valencia y de Santa Cruz de Tenerife respec-
tivamente, el criterio es radicalmente diferente, puesto que se parte de la 
base, de que el alcance de la valoración notarial se circunscribe al docu-
mento notarial y a las partes que en él intervienen, pero no al ámbito 
registral, ni a los terceros afectados por el asiento que en su día se practi-
que, tema que queda reservado al ámbito de la calificación del Registra-
dor.

c. Por último, introduce un nuevo concepto, desconocido por la 
Ley 24/01 al señalar que “El registrador limitará su calificación a la exis-
tencia de la reseña identificativa del documento, del juicio notarial de 
suficiencia y a la congruencia de éste con el contenido del título presen-

tado”. Este último párrafo da lugar a un nuevo defecto subsanable, consis-
tente en la carencia en el documento que se califica, de la motivación 
suficiente del juicio de suficiencia que lleva a cabo el Notario y que impide 
la calificación de la congruencia del negocio de apoderamiento con el 
negocio jurídico representativo que es objeto de formalización.

En relación a este precepto, cabe sostener dos criterios:

a) El primero, de carácter negativo, apoyado en la aparente redac-
ción literal de la norma, puesto que señala que “el Registrador limitará su 
calificación a la existencia de la reseña identificativa del documento, del 
juicio notarial de suficiencia y a la congruencia de éste con el contenido 
del título presentado”, de tal forma que dada la redacción de la frase, 
parece que el término “éste” se refiere al juicio notarial de suficiencia. 
Dicho de otra forma, que los dos términos de la congruencia son, el juicio 
de suficiencia y el documento presentado, lo que hace que cualquier frase 
del notario, en la que manifieste que ese juicio de suficiencia se adapte al 
negocio que documenta, sea bastante para dar por cumplido el precepto. 
El Registrador, realmente no califica nada, y la frase legal se vacía de 
cualquier contenido específico. Podríamos decir, que la frase, sobra. Este 
es el criterio de la Dirección General en el conjunto de Resoluciones que 
tratan del tema y que son de fecha posterior a la Ley que se comenta.

b) También cabe sostener un criterio de carácter positivo sobre la 
calificación del Registrador, que se basa en los siguientes argumentos:

1) Para argumentar debidamente un criterio positivo en la interpre-
tación de la Ley cabe seguir, a su vez dos caminos:

Por una parte, entender que la congruencia ha de juzgarse respecto del 
contenido del poder y del negocio que se documenta. Esta es la interpre-
tación lógica y sistemática del artículo 98, párrafo segundo, inciso 
segundo, puesto que se refiere a un documento que ya no surte sus efec-
tos en la sola esfera notarial sino también en la esfera registral, como 
luego se dirá con más detalle.

De otra, puede entenderse que la congruencia se refiere al juicio nota-
rial como primer elemento de la comparación, y al contenido del negocio 
representativo. Este segundo criterio de interpretación se ajusta más a la 
literalidad del texto legal, pero también exige la fundamentación del jui-
cio, puesto que difícilmente se puede comparar un juicio de suficiencia 
sin fundamentación alguna, con una realidad jurídica concreta consti-
tuida por otro negocio jurídico. Así se explica con más detalle en el argu-
mento 4) que subsigue.

2) Ratifica este segundo criterio, la propia dicción literal del artículo 
98 en su actual redacción, que en la primera parte, se refiere exclusiva-
mente a la actuación del Notario y al documento público considerado en 
sí mismo y así ocurre desde la palabra “reseña” hasta el punto y seguido 
que separa el párrafo en dos incisos.

En cambio, el inciso segundo, desde “el Registrador” hasta el final del 
párrafo, se refiere a dos funcionarios diferentes –Notario y Registrador– y 
además sitúa al documento en una fase posterior a su otorgamiento, es 
decir, en la fase en que su contenido, una vez inscrito, puede producir 
efectos “erga omnes”.

Por eso, los términos de la congruencia deben entenderse referidos, 
por un lado, al documento o al juicio de suficiencia que al mismo se hace, 
y de otra parte, al “documento presentado”. Podría decirse en este sentido 
que el juicio de valor que lleva a cabo el notario es fundamental precisa-
mente para que el propio fedatario determine si puede o no autorizar, 
conforme al artículo 153 –sic– de su Reglamento. Si el juicio es negativo 
el otorgamiento no puede llevarse a cabo. Ahora bien, entender que este 
juicio de valor supone además una presunción de adecuación entre el 
poder y el negocio que lleva a cabo el apoderado es un salto en el vacío 
que carece de amparo legal. Esta es la razón de que el artículo 98 al deter-
minar el segundo ámbito de la congruencia haga una referencia directa al 
Registro de la Propiedad, puesto que es el que ha de calificar el Registra-
dor a partir del momento en que se inicia el procedimiento registral y no 
antes de ese momento, en el que el documento público produce sus efec-
tos, únicamente “entre partes”, por lo que es lógico, que la responsabili-
dad y apreciación, sean exclusivas del notario.

Esta idea puede expresarse con la aseveración de que la escritura 
agota sus efectos ante el Registro para quedar sometida a la calificación 
del Registrador. Tal afirmación no es del Registrador que suscribe, sino 
que corresponde al “Fundamento de Derecho” Quinto de la Sentencia del 
Tribunal Constitucional 87/1997, de 24 de abril.

También este último punto se refleja, en la ya citada Sentencia de 17 de 
enero de 2007, que en el mismo Fundamento Tercero párrafo 6.°, expresa 
lo siguiente “,... es la misma argumentación que expone la DGRN en la 
resolución recurrida la que determina que no sea posible que el Registra-
dor cumpla, no ya la función que literalmente le encomienda el artículo 18 
de la Ley Hipotecaria, sino la función que la DGRN entiende que debe 
cumplir, esto es, y citando a su vez literalmente la resolución recurrida 
«calificar que se ha practicado la reseñe del modo adecuado y que se ha 
incorporado un juicio de suficiencia de las facultades del representante, 
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siendo el contenido de éste, y de la calificación que hace el Notario, con-
gruente con el acto o negocio jurídico documentado”. Es decir, que se 
impone el Registrador un “juicio de congruencia entre el juicio de valor 
del Notario y el acto a efectuar”, juicio de congruencia que, sin expresar 
las facultades en que se basa el Notario para emitir su juicio de valor, 
resulta no ya difícil, sino imposible saber cómo va a poder efectuarlo el 
Registrador, como no sea obviando su función de control. Así expresiones 
limitada a “tiene a mi juicio capacidad para otorgar este acto por esta 
escritura de fecha» sin más como el que nos ocupan, impiden cumplir la 
función encomendada al Registrador, pues no es posible con esa fórmula 
genérica y sin que se acompañen las escrituras al no ser obligatorio, saber 
si es congruente o no que se otorgue la escritura por esa persona para ese 
acto, como congruencia en cuanto a su capacidad”.

3) Por último, si se parte del criterio de que el término de compara-
ción es el documento presentado, éste ha de ser motivado. La doctrina 
administrativista clásica, parte del criterio de que la motivación del acto 
administrativo cumple varias funciones: básicamente asegurar la serie-
dad en la formación de la voluntad de la administración que en el terreno 
formal no es sólo una cortesía, sino que constituye una garantía para el 
administrado, que podrá impugnar, en su caso, la decisión administrativa, 
con posibilidad de criticar las bases en las que se fundaron (En este sen-
tido cabe citar la Sentencia del Tribunal Supremo de 13 de febrero de 1992 
–Ref. Arz. 2929–. Además, la motivación del acto facilita el control juris-
diccional de la administración (artículo 106.1 de la Constitución). En este 
sentido, cabe citar las Sentencias de 17 de junio de 1981 y 11 de julio de 
1983 del Tribunal Constitucional, que señalan que la motivación es una 
garantía elemental del derecho de defensa incluida en el haz de facultades 
que comprende el derecho fundamental a la tutela efectiva, es decir a 
obtener una resolución fundada en Derecho.

La motivación, por último, es un requisito típico no de todos los actos, 
sino de algunos; concretamente de los actos de juicio, porque dicha moti-
vación es justamente la expresión racional del juicio en que consisten, 
como señalan García de Enterría y Tomás Ramón Fernández. Por eso, si 
el Registrador ha de calificar la congruencia de un juicio de valor notarial, 
con un documento en el que se ha iniciado el procedimiento registral de 
inscripción, o en su caso, de suspensión o denegación, tiene necesaria-
mente que conocer, las razones de tal valoración.

Naturalmente, se trata de las razones necesarias y suficientes corres-
pondiendo al Notario la determinación de las mismas, lo que lleva a la 
conclusión de que el Registrador, no puede exigir, ni la inserción de facul-
tades, ni la inserción del poder, puesto que no es el funcionario llamado a 
decidir, cuáles son los medios para la fundamentación o motivación del 
acto. Esta decisión corresponde al Notario, al que simplemente se le 
impone la obligación, ya comentada, al fundamentar el primer defecto, de 
que en caso de inserción parcial de facultades dé fe, de que en lo omitido 
del poder que examina, no hay nada que altere, restrinja o modifique lo 
inserto.

Además de todo lo dicho, es necesario añadir el contenido de la Sen-
tencia dictada el día 14 de marzo de 2007 por la Ilma. Magistrada Juez del 
Juzgado de Primera Instancia N° 53 de Barcelona, doña Berta Pellicer 
Ortiz, que ratifica plenamente la facultad calificadora del Registrador y, 
especialmente, la que le corresponde respecto de la congruencia del jui-
cio de suficiencia del Notario en relación con el documento presentado, 
además de señalar expresamente que toda la doctrina posterior a la fun-
damental Resolución vinculante de 12 de abril de 2002 resulta ineficaz por 
las razones que señala don José Manuel García García, Registrador de la 
Propiedad de Martorell en el escrito que da lugar a la Sentencia citada. En 
tal sentido resulta inexacta la afirmación contenida en las Resoluciones 
de la DGRN de fechas 14 y 20 de febrero de 2007, y como consecuencia la 
negación de la facultad de calificación que por otra parte está recogida 
de forma expresa en el artículo 98 de la Ley 24/01 modificada por la 
Ley 24/05, como se argumente suficientemente en la nota de calificación 
recurrida, y se ratifica por la citada Sentencia del Juzgado de Primera 
Instancia N° 53 de Barcelona, según la cual, si se siguiera el criterio de la 
DGRN “conllevaría que el Registrador no pueda cumplir ni la función que 
literalmente le encomienda el artículo 18 de la Ley Hipotecaria (...) pues 
no se entiende cómo va a poder el Registrador ese (sic) juicio de con-
gruencia entre el juicio de valor del Notario y el negocio jurídico docu-
mentado objeto de inscripción, si no se expresan las facultades en que se 
basa el Notario para emitir su juicio de valor. De este modo la expresión 
de fórmulas genérica (‘ad exemplum’ ‘Tiene a mi juicio suficiente capaci-
dad’ (...) impiden el Registrador desarrollar sus funciones calificadoras en 
cuanto al juicio de congruencia sin una mínima expresión de las faculta-
des representativas”.

Preceptos aplicados:

Artículo 18 de la Ley Hipotecaria; 143, 145.2.º y 166 del Reglamento 
Notarial, artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, reformada por 
el artículo 34 de la Ley 24/05 de 18 de noviembre, y resto de las disposicio-
nes citadas en las Sentencias reseñadas.

Contra la precedente calificación puede interponerse recurso en el 
plazo de…

Madrid, 10 de abril de 2007.–El Registrador (Firma ilegible. Existe 
sello con el nombre y apellidos del Registrador).»

III

La calificación fue notificada al Notario autorizante de la escritura 
calificada el 9 de abril de 2007, según afirma el Registrador (sin que justi-
fique tal extremo). El Notario recurrente reconoce haber tenido conoci-
miento de dicha calificación, pero no expresa la fecha de tal hecho.

El mencionado Notario solicitó la calificación sustitutoria el 16 de 
abril de 2007 en el Registro de la Propiedad número 4 de Alcalá de Hena-
res. El Registrador titular de dicho Registro, don Enrique Rajoy Brey, 
mediante calificación con fecha 25 de abril de 2007, confirmó la califica-
ción negativa realizada por el Registrador sustituido.

La calificación sustitutoria fue notificada al Notario autorizante de la 
escritura calificada el 26 de abril de 2007, según afirma el Registrador 
sustituido (sin que se justifique tal extremo). El Notario recurrente reco-
noce haber tenido conocimiento de dicha calificación sustitutoria, pero 
no expresa la fecha de tal hecho.

Por escrito que tiene fecha de 14 de mayo de 2007, que causó entrada 
en el Registro el día 15 del mismo mes, dicho Notario interpuso recurso 
contra la calificación del Sr. Arnaiz Eguren en el que alegó los siguientes 
argumentos:

1.º Carácter vinculante de la Doctrina vigente de esta Dirección 
General:

En este sentido, la atribución de carácter vinculante a las Resolucio-
nes de esta Dirección General (art. 327 LH) viene a suponer una acomoda-
ción del régimen de la calificación registral a los principios generales que 
inspiran nuestro ordenamiento, de manera que se limita el alcance de 
aquélla cuando su ejercicio colisiona con principios jurídicos superiores, 
en particular del procedimiento administrativo general: derecho del ciu-
dadano a la seguridad jurídica; principio de unidad de la Administración; 
principio de respeto por la Administración de sus propios actos; principio 
de respeto a la dependencia jerárquica dentro de la Administración.

Esta novedad legislativa redunda en una triple protección:

1) Del administrado, garantizándole su seguridad jurídica y ponién-
dole al abrigo de interpretaciones u opiniones que pueden ser arbitrarias, 
injustas, o simplemente originales y distintas.

2) Del Registrador de la Propiedad, que, consciente de que la materia 
jurídica es susceptible de diversas interpretaciones y de que en muchos 
casos su opinión particular no se compadecerá con la mayoritariamente 
aplicada, encuentra un cauce jurídico idóneo para, sin renunciar a su cri-
terio o convicción personal –ya irrelevante por estar la cuestión resuelta 
en un plano jerárquico superior–, satisfacer la legítimas pretensiones del 
administrado con salvaguarda de su responsabilidad por gozar de un 
apoyo legal similar al que tiene cuando inscribe en cumplimiento de una 
resolución que le rectifica su nota de calificación.

3) Del propio sistema en fin, evitando algunas de sus contradiccio-
nes derivadas de la disparidad de criterios calificadores, así como facili-
tando una aplicación uniforme del derecho, necesaria para la seguridad 
jurídica y para la agilidad del tráfico inmobiliario.–(Baste señalar al res-
pecto cómo la fórmula empleada por el notario que recurre en la escritura 
de referencia ha sido admitida sin ninguna limitación ni reserva o salve-
dad por todos los registradores que en el último año han calificado las 
correspondientes escrituras –cientos de ellas–; dándose la circunstancia 
sorprendente de que incluso el propio registrador sustituto –eso sí, 
cuando actúa como registrador titular– ha aceptado repetida y reciente-
mente la mencionada fórmula inscribiendo las correspondiente escritu-
ras, por lo que no se alcanza a entender su cambio de criterio cuando 
actúa como sustituto de un compañero).

Desde este punto de vista, el carácter vinculante atribuido a las Reso-
luciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, tiene 
una doble consecuencia práctica:

a) Por una parte, limita las facultades calificadoras del Registrador, 
de manera que cuando una cuestión jurídica de fondo ya ha sido resuelta 
por esta Dirección General, el Registrador no tiene facultades para entrar 
de nuevo en el fondo del asunto. El Registrador deberá, pues, constatar si 
entre el supuesto resuelto y el planteado existe identidad de razón, y en 
caso afirmativo, su obligación será calificar conforme a la doctrina fijada 
por su superior jerárquico con independencia de cual sea su criterio u 
opinión jurídica personal.

b) Por otra parte, amplía las facultades de defensa del particular 
frente a una calificación injusta o arbitraria: cuando el interesado estime 
que la calificación negativa es contraria a una Resolución de la Dirección 
General, bastará que demuestre la identidad de razón entre ambos 
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supuestos para que sin entrar de nuevo en el fondo del asunto se estime 
su recurso por el hecho de haber sido objeto de una calificación injusta 
que no respetó el criterio vinculante expresado por la administración a 
través de sus resoluciones: así como es improcedente entrar a considerar 
en un recurso cuestiones de fondo planteadas en momento procesal 
inoportuno en aras de garantizar el derecho de defensa, de igual manera 
el respeto al principio de tutela efectiva y seguridad jurídica exigen que si 
el interesado acredita que fue perjudicado por una calificación injusta 
–que no aplicó criterios vinculantes–, la Administración debe reparar el 
perjuicio corrigiendo aquélla y sin capacidad para abrir un debate de 
fondo que no debió iniciarse. Sólo así se garantizan efectivamente los 
derechos del ciudadano: de nada sirve que la Administración fije y publi-
que un criterio interpretativo y declare su carácter vinculante si a conti-
nuación cualquiera de sus funcionarios puede desconocerlo imponiendo 
al administrado la formulación de un recurso donde de nuevo se va a 
entrar en el fondo del asunto, lo que equivale a hacer inefectiva la condi-
ción de vinculante de la decisión inicialmente adoptada. (En esta línea de 
sensibilidad, las últimas modificaciones de la ley fiscal imponen la necesi-
dad de respetar y atribuir carácter vinculante a las consultas emanadas de 
la administración).

No se argumente, por último, que la interpretación citada invita a un 
encorsetamiento de la interpretación jurídica: ello no es así. No se niega a 
la administración la posibilidad de variar de criterio, sino que únicamente 
se exige que ello se lleve a efecto mediante los procedimientos idóneos, 
ya se inicien de oficio o a instancias de cualquier particular, funcionario o 
entidad, o se adopten por la autoridad judicial (art. 327 LH). Lo que se 
rechaza de plano es que el procedimiento para modificar un criterio de 
interpretación descanse sobre la espalda del ciudadano que de buena fe 
confió en la doctrina previamente manifestada y publicada por la propia 
Administración quien además le garantiza o debe garantizar su condición 
de «vinculante».

Pues bien, sentado lo anterior procede poner de manifiesto que la 
forma en que el Notario autorizante ha reseñado la representación en la 
escritura objeto de recurso reproduce literalmente la aceptada por la 
Resolución de fecha 30 de septiembre de 2002, y se ajusta estrictamente a 
la doctrina vigente de esta Dirección General en numerosísimas y reitera-
das resoluciones, sobradamente conocidas, y por todas se destacan las 
siguientes:

La Resolución de 4 de mayo de 2005, precisamente dictada en un 
recurso similar al presente y en el que el mismo notario que recurre lo 
hacía contra la calificación emitida por el propio Sr. Arnaiz Eguren.

La esclarecedora Resolución de fecha 30 de marzo de 2007 –de nuevo 
contra una calificación del Sr. Arnaiz–, cuyos fundamentos de derecho y 
numerosísimas resoluciones citadas en ellos se dan aquí por reproduci-
dos.

En conclusión y como cuestión previa se solicita que una vez consta-
tada la identidad de razón entre la cuestión objeto de este recurso y las 
resueltas en las resoluciones mencionadas, se revoque la calificación 
efectuada en tanto no se ajusta a la doctrina vinculante de la Dirección 
General de los Registros y del Notariado, todo ello sin necesidad de entrar 
de nuevo en el fondo del asunto, amparando el derecho de los afectados 
a recibir una calificación acorde con la doctrina vigente de la citada 
Dirección General, como superior jerárquico de quien califica.

2.º Argumentación subsidiaria: Cuestión de fondo.

Con carácter subsidiario y para el solo caso de que se estime perti-
nente entrar en el fondo del asunto, el recurrente da por reproducidos 
todos los argumentos y fundamentos de derecho obrantes en las resolu-
ciones citadas, en particular de fecha 30 de marzo de 2007, destacando en 
todo caso:

a) Que no se acepta la exigencia del Registrador de que el Notario 
deba «transcribir» facultad alguna, ni que ello sea preciso para que el 
Registrador lleve a efecto su calificación. Según el artículo 18 de la Ley 
Hipotecaria en relación con el artículo 98 de la Ley 24/2001 (confirmado 
por la Ley 24/2005) y conforme a la reiteradísima interpretación formu-
lada en numerosas y recientes Resoluciones de esta Dirección General, 
las facultades del funcionario al calificar la representación se limitan a 
comprobar «si en la escritura figura la reseña de los datos identificativos 
del documento de representación y la valoración de la suficiencia de las 
facultades en congruencia con el contenido de la propia escritura y del 
Registro, de ahí que (ÚNICAMENTE) si la reseña es errónea, o la valora-
ción de la suficiencia de las facultades contradicha por el contenido de la 
escritura o por los asientos registrales, el Registrador deberá denegar la 
inscripción» (Resoluciones de 23 y 26 de abril, 3 y 21 de mayo de 2002, y 
las más recientes de 17, 20, 21 y 22 de septiembre, y las de 14, 15, 18, 19, 
20, 21 y 22 de octubre de 2004).

Pues bien, en este caso es evidente que el Notario ha reseñado correc-
tamente los datos identificativos del documento de representación 
(aspecto éste no cuestionado por el Registrador) y que ha valorado la 
suficiencia de las facultades en congruencia con el contenido de la propia 

escritura («para el otorgamiento de la presente escritura de carta de pago 
y de cancelación de hipoteca») y del Registro, por todo lo cual no procede 
efectuar transcripción alguna, ni aportar documento alguno.

b) Que en el título presentado a calificación el notario ha reseñado 
adecuadamente el documento auténtico del que nacen las facultades 
representativas. Y que al expresar el Notario que las facultades represen-
tativas acreditadas son «suficientes para el otorgamiento de la presente 
escritura de carta de pago y de cancelación de hipoteca», resulta evidente 
que ese juicio de suficiencia contenido en la escritura es congruente y 
coherente con el negocio jurídico documentado en dicho título y con el 
mismo contenido de éste ya que se trata de una escritura de carta de pago 
y cancelación de hipoteca.

c) Que no se acepta que se aporte como únicos fundamentos de 
derecho el «artículo 18 LH, 143, 145, 2°, 166 Reglamento Notarial; artículo 
98 de la Ley 24/2001, todo ello sin tener en cuenta, como ha quedado de 
relieve, que los artículos y la resolución mencionada han sido aclarados, 
interpretados y desarrollados de forma inequívoca por la multitud de 
resoluciones de esta Dirección General antes citadas, todas las cuales 
ignora el Registrador en su nota de calificación, a pesar de su carácter 
vinculante.

d) Que se considera interesada, parcial, e inexacta, la cita de juris-
prudencia emitida por el Registrador en su nota, por cuanto busca apoyo 
a su criterio en una serie de sentencias cuya reseña ni es completa (se 
omiten algunas otras y entre ellas todas las que apoyan un criterio más 
flexible, véase por todas la del Juzgado de 1.ª Instancia número 6 de Vito-
ria, de fecha 31 de marzo de 2003, o la de la Audiencia Provincial de Valla-
dolid de 30 de junio de 2003), ni es procedente (por cuanto conforme se 
ha dicho, la obligación del funcionario calificador es aplicar la doctrina 
vinculante de la Dirección General mientras esta no se anule por los Tri-
bunales (art. 327 LH).

e) Que el Notario que recurre considera que «de hecho» se le ha pri-
vado de su derecho a una calificación supletoria, dando la impresión de 
que el registrador sustituto se ha limitado a amparar la actuación de su 
compañero, sin emitir una nueva calificación. Y ello en base a lo 
siguiente:

La calificación del registrador sustituto no cumple los requisitos for-
males exigidos por Ley (ni siquiera en cuanto a la necesidad de distinguir 
claramente hechos y fundamentos de derecho), no siendo de recibo el 
reenvío que hace a otros documentos (la primitiva calificación).

La calificación emitida por el registrador sustituto, en cuanto al fondo, 
no cumple la obligación de atenerse a las resoluciones vinculantes de la 
Dirección General de los Registros y del Notariado.

La calificación emitida por el registrador sustituto se separa –de forma 
sorprendente y sin ninguna motivación o justificación-del criterio que ese 
mismo registrador mantiene cuando actúa como titular en relación a las 
escrituras autorizadas por el Notario que recurre, en todas las cuales 
admite la expresión del juicio de suficiencia en forma idéntica a la obrante 
en la escritura objeto de este recurso.

Por todo lo cual, y sin entrar en otras valoraciones, este Notario se 
suma a la crítica contenida en la Resolución de 30 de marzo de 2007 res-
pecto al funcionamiento de la calificación supletoria (la oficina registral 
no puede ser elegida por el particular, al margen la posibilidad de solicitar 
la calificación de un Registrador sustituto en el estrecho margen preesta-
blecido que en la práctica no ha dado el resultado más deseable), y aboga 
por una reforma del cuadro de sustituciones que agilice su funciona-
miento e impida situaciones tan injustas como las que son objeto del 
presente recurso.

3.º Como conclusión:

a) Se rechaza en su integridad la calificación recurrida por no ajus-
tarse a Ley en tanto no aplica resoluciones vinculantes de la Dirección 
General; se niega la aseveración del Registrador de ser preciso efectuar 
transcripción alguna; se afirma que se ha emitido el juicio de suficiencia 
de facultades con formalidad correcta.

b) El recurrente se ratifica en que la escritura calificada cumple 
escrupulosamente con los requisitos impuestos por el artículo 98.2 citado 
en relación con el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, toda vez que no emite 
un juicio abstracto o genérico de suficiencia de representación (lo que 
incluso sería válido conforme a la interpretación más flexible: sentencias 
de Vitoria, Audiencia Provincial de Valladolid, y algunas Resoluciones de 
abril y mayo –sic-), sino que lo articula en congruencia con el concreto 
acto o negocio objeto del documento.

IV

Mediante escrito con fecha 25 de mayo de 2007, el Registrador emitió 
informe y elevó el expediente a este Centro Directivo (con registro de 
entrada el 28 de mayo de 2007).
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Fundamentos de Derecho

Vistos los artículos 103 de la Constitución, 1216, 1217, 1218 y 1259, del 
Código Civil; 18, 19 bis, 313, 322, 325 y 327 de la Ley Hipotecaria; 18.2 del 
Código de Comercio; 1, 17 bis, 23, 24 y 47 de la Ley del Notariado; la Ley 
36/2006, de 29 de noviembre, de medidas de prevención de fraude fiscal; 
58 y 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común; 
98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administra-
tivas y del Orden Social; artículo trigésimo cuarto de la Ley 24/2005, de 18 
de noviembre, de reformas para el impulso a la productividad; artículos 
143, 145, 164, 165 y 166 del Reglamento Notarial; las Sentencias del Tribu-
nal Constitucional 87/1997, de 24 de abril, y 207/1999, de 11 de noviembre; 
la Sentencia del Tribunal Supremo –Sala Tercera– de 24 de febrero de 
2000; las Sentencias de la Audiencia Provincial de Alicante de 28 de abril 
de 2004, de la Audiencia Provincial de Valladolid de 30 de junio de 2003 y 
30 de enero y 18 de marzo de 2004; de la Audiencia Provincial de Navarra 
de 22 de diciembre de 2004 y de la Audiencia Provincial de Córdoba de 24 
de enero de 2005; de la Audiencia Provincial de Valencia (Sección Sép-
tima) de 25 de octubre de 2006, entre otras posteriores, así como la Sen-
tencia de 22 de noviembre de 2006 (Sección Cuarta), de la Audiencia 
Provincial de Santa Cruz de Tenerife; y las Resoluciones de 15 de julio de 
1954, 13 de mayo de 1976, 26 de octubre de 1982, 29 de abril de 1994, 10 de 
febrero de 1995, 12 de abril de 1996, 28 de mayo y 11 de junio de 1999, 3 de 
marzo de 2000, 12, 23 y 26 de abril, 3 y 21 de mayo, 30 de septiembre y 8 
de noviembre de 2002, 23 de enero, 8 de febrero, 11 de junio, 29 de sep-
tiembre y 17 de noviembre de 2003, 11 de junio, 14, 15, 17, 20, 21 y 22 de 
septiembre, 14, 15, 18, 19, 20, 21 y 22 de octubre y 10 de noviembre de 2004 
y 10 de enero, 21, 22 y 23 de febrero, 12, 14, 15, 16 y 28 de marzo, 1 y 28 de 
abril, 4 (1.ª y 2.ª), 5 (1.ª), 18 (2.ª), 20 (3.ª y 4.ª), 21 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª), 23 (1.ª, 
2.ª y 3.ª) de mayo, 17 de junio, 1 de agosto, 12 (2.ª y 3.ª), 13, 22 (2.ª), 23 (1.ª, 
2.ª y 3.ª), 24 (1.ª, 2.ª y 3.ª), 26 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª), 27 (1.ª, 2.ª, 3.ª, 4.ª y 5.ª), 28 
(1.ª, 2.ª y 3.ª) y 29 26 (1.ª, 2.ª, 3.ª y 4.ª) de septiembre y 4 y 15 (2.ª) de octu-
bre de 2005 y 20 de enero, 30 y 31 de mayo y 9 de junio, 12, 13, 19, 20 y 27 
de septiembre, 3, 4 y 25 de octubre, 17 de noviembre, 16, 20 y 21 de diciem-
bre de 2006 y 14, 20 y 28 de febrero, 30 de marzo, 2 de abril, 12, 30 y 31 de 
mayo y 1 (1.ª, 2.ª y 3.ª) y 2 (1.ª y 2.ª) de junio y 19 de julio 19 de julio, 29 (1.ª 
y 2.ª), 30 (1.ª y 2.ª), 31 (1.ª y 2.ª) de octubre y 2 (1.ª y 2.ª) y 3 de noviembre 
de 2007, entre otras.

1. En este expediente debe abordarse, una vez más, la cuestión rela-
tiva al objeto de la calificación registral y su alcance ante el juicio notarial 
sobre la suficiencia de las facultades representativas del otorgante de una 
escritura.

En el presente caso el título calificado es una escritura de carta de 
pago y cancelación de hipoteca en cuyo otorgamiento la entidad acree-
dora está representada por dos apoderados que acreditan la representa-
ción mediante la exhibición de copia auténtica de determinadas escritu-
ras de apoderamiento, cuyos datos se reseñan, con indicación respectiva 
del Notario autorizante, la fecha de otorgamiento, número de protocolo e 
inscripción en el Registro Mercantil.

Respecto del juicio de suficiencia de la representación el Notario auto-
rizante expresa que le exhiben copia autorizada de dichas escrituras de 
poder y añade que, a su juicio, «… las facultades representativas acredita-
das son suficientes para el otorgamiento de la presente escritura de carta 
de pago y cancelación de hipoteca».

Según la calificación impugnada, el Registrador suspende la inscrip-
ción solicitada porque entiende que existen dos defectos: 1.º El Notario 
autorizante no especifica cuáles son esas facultades representativas que 
considera suficientes, por lo que «Este tipo de redacción, impide que el 
Registrador de la Propiedad califique la suficiencia del poder alegado en 
los términos previstos en la legislación hipotecaria»; y 2.º «El Notario 
autorizante no justifica en absoluto la congruencia del poder alegado y 
exhibido con el contenido del negocio jurídico que se formaliza en la 
escritura calificada».

2. Las cuestiones que plantean dichos defectos deben resolverse 
según la reiteradísima doctrina de este Centro Directivo que sobre la apli-
cación del artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, resulta de las 
Resoluciones citadas en los «Vistos» de la presente.

Algunas de tales Resoluciones fueron dictadas para estimar recursos 
interpuestos contra calificaciones del Registrador Sr. Arnaiz Eguren 
sobre la misma materia (las de 21, 22 y 23 de febrero, 1 de abril y 4 de 
mayo de 2005, así como las más recientes de 30 de marzo, 2 de abril, 30 y 
31 de mayo, 1 y 2 de junio, 29, 30 y 31 de octubre y 2 y 3 de noviembre 
de 2007). Y, aunque todas ellas son conocidas, interesa recordar breve-
mente su contenido una vez más, habida cuenta del proceder de dicho 
funcionario calificador.

En efecto en esas Resoluciones citadas de 2005, ya se expresaba que 
«Las obligaciones para el Registrador son también palmarias puesto que 
deberá calificar, de un lado, la existencia y regularidad de la reseña iden-
tificativa del documento del que nace la representación y, de otro, la 

existencia del juicio notarial de suficiencia expreso y concreto en rela-
ción con el acto o negocio jurídico documentado o las facultades ejercita-
das y la congruencia de la calificación que hace el Notario del acto o 
negocio jurídico documentado y el contenido del mismo título.

Dicho de otro modo, deberá calificar que se ha practicado la reseña de 
modo adecuado y que se ha incorporado un juicio de suficiencia de las 
facultades del representante, siendo el contenido de éste y de la califica-
ción que hace el Notario congruente con el acto o negocio jurídico docu-
mentado».

Esta Dirección General ha reiterado en numerosas ocasiones que, así 
como el Registrador no puede revisar el juicio del Notario sobre la capa-
cidad natural del otorgante, tampoco podrá revisar la valoración que, en 
la forma prevenida en el artículo 98.1 de la Ley 24/2001, el Notario autori-
zante haya realizado de la suficiencia de las facultades representativas de 
quien comparece en nombre ajeno que hayan sido acreditadas. Y es que el 
apartado 2 de dicho artículo, al referirse en el mismo plano a la narración 
de un hecho, cual es la constatación –«reseña»– de los datos de identifica-
ción del documento auténtico aportado, y a un juicio –«valoración»– 
sobre la suficiencia de la representación, revela la especial eficacia que se 
atribuye a esa aseveración notarial sobre la representación –«harán fe 
suficiente, por sí solas de la representación acreditada»–, de modo que 
además de quedar dicha reseña bajo la fe pública notarial, se deriva de ese 
juicio de valor sobre la suficiencia de las facultades representativas una 
fuerte presunción «iuris tantum» de validez que será plenamente eficaz 
mientras no sea revisada judicialmente.

Este criterio quedó confirmado y reforzado mediante la modificación 
de dicho precepto legal por el artículo trigésimo cuarto de la Ley 24/2005, 
de 18 de noviembre, de reformas para el impulso a la productividad, al 
detallarse que «El registrador limitará su calificación a la existencia de la 
reseña identificativa del documento, del juicio notarial de suficiencia y a 
la congruencia de éste con el contenido del título presentado, sin que el 
registrador pueda solicitar que se le transcriba o acompañe el documento 
del que nace la representación».

De este modo se equiparan el valor del juicio sobre la capacidad natu-
ral del otorgante con el del juicio de capacidad jurídica para intervenir en 
nombre ajeno, expresado en la forma prevenida en dicha norma legal, 
juicio este último que comprende la existencia y suficiencia del poder, así 
como, el ámbito de la representación legal u orgánica y, en su caso, la 
personalidad jurídica de la entidad representada.

Estos efectos del juicio notarial de suficiencia de la representación, 
expresado en la forma establecida en el mencionado artículo 98.1, tienen 
su fundamento en las presunciones de veracidad, integridad, y de legali-
dad de que goza el documento público notarial. Así resulta no sólo del 
artículo 1218 del Código Civil, sino de la Ley del Notariado en sus artícu-
los 1, 17 bis y 24, éste último recientemente reformado por la Ley 36/2006, 
de 29 de noviembre, de medidas de prevención de fraude fiscal (cfr. las 
Resoluciones de este Centro Directivo citadas en los «Vistos» de la pre-
sente; y especialmente las recientes de 14, 20 y 28 de febrero de 2007).

3. La rotundidad y claridad de la referida doctrina eran suficientes 
para que el Registrador hubiera inscrito el título calificado, habida cuenta 
de la vinculación de todos los Registradores al contenido de las resolucio-
nes de este Centro Directivo cuando por ellas se estiman recursos frente 
a la calificación, mientras no se anulen por los Tribunales mediante sen-
tencia firme (artículo 327 de la Ley Hipotecaria), vinculación que no es 
sino una consecuencia primaria, directa y lógica del principio de jerarquía 
que ordena cualquier organización administrativa.

Por lo demás, el carácter vinculante de tales resoluciones ya había 
sido puesto de relieve por este Centro Directivo (entre otras muchas oca-
siones, al estimar los referidos recursos interpuestos contra calificacio-
nes del Registrador Sr. Arnaiz Eguren sobre la aplicación del artículo 98 
de la Ley 24/2001); y ha sido aclarado y reforzado mediante la modifica-
ción introducida en el artículo 327 de la Ley Hipotecaria por la Ley 
24/2005, como ha recordado la Resolución de 10 de noviembre de 2006. 
Dicha vinculación no puede quedar menoscabada por el hecho de que 
existan determinadas Sentencias como las que cita en su calificación el 
Registrador que no son firmes y que, por lo demás, resultan contradichas 
por otras.

Por ello, la calificación ahora impugnada no hace sino poner de mani-
fiesto la actitud injustificada y deliberadamente rebelde del Registrador al 
cumplimiento no sólo de la propia Ley sino de la doctrina contenida en las 
mencionadas Resoluciones, agravada dicha actitud por determinadas 
afirmaciones incluidas en su calificación con las cuales pretende apoyar 
su actitud basada en una opinión que es a todas luces infundada, según 
esta Dirección General ha manifestado reiteradamente y resulta de una 
recta y literal interpretación del artículo 98 de la Ley 24/2001, según la 
modificación del mismo introducida por la Ley 24/2005, de 18 de noviem-
bre, de reformas para el impulso a la productividad. Y la gravedad de esta 
conducta del funcionario calificador, Sr. Arnaiz Eguren, se muestra en 
este caso acrecentada por el hecho de que al tiempo de elevar el presente 
expediente a este Centro Directivo por no rectificar su calificación ahora 
impugnada ya habían sido revocadas otras calificaciones suyas casi idén-
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ticas a la presente por las Resoluciones de esta Dirección General de 30 
de marzo y 2 de abril de 2007 (publicadas en el «B.O.E.» 14 de abril).

Entre esas manifestaciones, que este Centro Directivo no puede pasar 
por alto, como ya se expresó en las dos últimas Resoluciones citadas, está 
en primer término la que denota un claro error interpretativo respecto de 
la congruencia a la que «ope legis» se limita la calificación registral.

En efecto, según la reiterada doctrina de este Centro Directivo y el 
texto literal de dicho artículo 98 de la Ley 24/2001 –en su redacción actual 
vigente al tiempo de la calificación impugnada–, el Registrador no debe ni 
puede calificar «la congruencia del negocio de apoderamiento con el 
negocio jurídico representativo que es objeto de formalización», como 
erróneamente afirma dicho funcionario calificador, sino que se limitará a 
comprobar que existe el juicio notarial de suficiencia de las facultades 
representativas acreditadas y que ese juicio emitido por el Notario –no ya 
el poder-es congruente con el contenido del título. Por lo mismo, resulta 
evidente que, cualquiera que sea la opinión del Registrador, la Ley ha esta-
blecido que la suficiencia de dichas facultades representativas es valo-
rada por el Notario y no por el Registrador.

Por otra parte, llaman poderosamente la atención las manifestaciones 
que vierte el Registrador en el Fundamento de Derecho segundo de su 
calificación. En efecto, a pesar de la claridad de la disposición legal ya 
examinada, pretende apoyar la posibilidad de disentir de la previa valora-
ción del Notario respecto de la suficiencia de la representación en el 
hecho de que «… de no ser así, los poderdantes quedarían indefensos ante 
las actuaciones de sus apoderados, facultados para elegir al Notario que 
crean conveniente para interpretar el poder. Como consecuencia, el 
poderdante, directamente afectado por la decisión del Notario correspon-
diente no puede, no ya intervenir en la elección del Notario, sino ni 
siquiera recurrir la valoración o juicio de éste sobre la suficiencia de 
poder… ».

Sobre dichas afirmaciones cabe tener en cuenta las siguientes consi-
deraciones:

En primer lugar, y como ha quedado antes expuesto, en nuestro sis-
tema de seguridad jurídica preventiva la valoración de la suficiencia de 
las facultades de representación acreditadas por quienes intervienen en 
nombre ajeno competen únicamente al Notario y no al Registrador. Del 
artículo 98 de la Ley 24/2001, modificado por el artículo trigésimo cuarto 
de la Ley 24/2005, resulta con claridad meridiana que esa valoración y 
también la responsabilidad por la misma se atribuye exclusivamente al 
funcionario competente para autorizar la escritura pública conforme a las 
leyes.

El Notario autorizante de la escritura –y con independencia de quien 
lo elija-tiene el deber «ex lege» de controlar la legalidad del negocio for-
malizado. Mediante este control, realizado por un funcionario público en 
el momento de formación del negocio documentado o en el de adquisi-
ción de su fijeza, se elimina toda incertidumbre sobre la comprobación de 
la suficiencia de las facultades representativas acreditadas.

La autorización del instrumento público por el Notario cumple una 
función múltiple. Al imponerse al Notario la obligación dar fe, conforme 
a las leyes, de los contratos y demás actos extrajudiciales; de velar para 
que el otorgamiento se adecue a la legalidad así como por la regularidad 
formal y material de los actos o negocios jurídicos que autorice o inter-
venga, se tutelan, a la vez, numerosos intereses. Dicha autorización 
notarial protege, en primer lugar, a las partes contratantes y, en particu-
lar –tratándose de transmisión del dominio o derechos reales-, al adqui-
rente, controlando la titularidad y el poder de disposición del transmi-
tente, así como –entre otros extremos-, advirtiendo a las partes de las 
consecuencias legales y fiscales del acto, con especial asistencia a los 
consumidores o parte débil en la contratación inmobiliaria. Se trata, así, 
de procurar una información cabal que permita prestar, en suma, un 
consentimiento suficientemente asesorado, todo ello con simultaneidad 
al momento de la transacción económica, para instar seguidamente del 
Registro, por vía telemática, con carácter inmediato posterior al otorga-
miento, sin solución de continuidad, la extensión, en su caso, del corres-
pondiente asiento de presentación.

Pero el Notario interviene para salvaguardar no sólo el interés de los 
contratantes, sino también de los terceros. Los efectos de la escritura se 
producen no sólo entre las partes, sino además –como dice el artículo 
1218 del Código civil– en «contra de tercero». La tercivalencia de la escri-
tura pública –vgr. de compraventa de un inmueble– obliga al Notario a 
adoptar numerosas cautelas en favor de los terceros, como la inmediata, 
tras su intervención, de dejar inutilizados los títulos del transferente 
(artículos 1219 del Código civil y 174 del Reglamento Notarial), y muchas 
otras (vgr., notificación inexcusable al arrendatario, verificación de la 
licencia administrativa previa a una segregación o parcelación, considera-
ción de la posible inclusión de la finca dentro de las áreas de retracto a 
favor del Ayuntamiento, y tantos otros aspectos que el Notario debe veri-
ficar, aparte comprobaciones administrativas, en materia inmobiliaria, 
como el certificado del Arquitecto o Facultativo, o la póliza del seguro 
decenal en términos legalmente satisfactorios para la cobertura del valor 

de las viviendas, a la hora de autorizar una declaración de obra nueva o un 
acta de finalización de obra, incluso en una venta inmobiliaria ulterior, 
formulando la advertencia correspondiente, si faltara eventualmente la 
regularización de alguno de estos extremos, sin olvidar la importancia del 
mercado de viviendas de protección oficial, con precios tasados, limita-
ciones concernientes a su aprovechamiento o la eventual posibilidad de 
su descalificación, que el Notario debe controlar; etc.).

Entre los terceros protegidos por la actuación notarial en materia 
inmobiliaria se encuentran las propias Administraciones Públicas y entre 
ellas, muy especialmente, el Fisco (vgr., si se vende un inmueble situado 
en España por no residente debe controlar si procede o no que el compra-
dor haya practicado la retención fiscal correspondiente para su ingreso 
directo en el Erario Público. Debe también controlar la repercusión del 
impuesto en las operaciones sujetas al Impuesto sobre el Valor Añadido. 
En toda transmisión inmobiliaria es preceptivo –y clave para el funciona-
miento del sistema tributario-consignar la referencia técnica catastral del 
inmueble, teniendo actualmente los Notarios posibilidad de comunica-
ción directa por vía telemática con las oficinas públicas del Catastro. Los 
Notarios están obligados a suministrar información a la Administración 
Tributaria, mediante la remisión periódica de índices informatizados, 
sobre todos los documentos autorizados que contengan hechos imponi-
bles; y también a remitir a los Ayuntamientos las notificaciones para la 
liquidación del impuesto de sobre el incremento del valor de los terrenos 
urbanos, etc.).

Esa labor que el Notario debe desplegar al autorizar una escritura 
pública, con la consiguiente tutela de los diversos intereses concurrentes, 
la realiza con imparcialidad (cfr. artículo 147 del Reglamento Notarial), y 
le es encomendada por el legislador con independencia de que preste su 
función en régimen de libre concurrencia y de libertad de elección por el 
particular. Esa libertad elección se trata de un modo de organización del 
servicio público que según demuestra la práctica es óptimo para asegurar 
la ágil y eficiente prestación del mismo, sin que ese criterio organizativo 
empañe en modo alguno el ejercicio de dicha función pública.

Por lo demás, lo elija quien lo elija, el Notario desempeña su función 
de control de legalidad bajo su responsabilidad –como expresa literal-
mente el artículo 98 de la Ley 24/2001–, que podrá ser exigida por quien se 
considere perjudicado.

Por otra parte, ese juicio de legalidad que emite el Notario está some-
tido, como es lógico a revisión jurisdiccional, en el procedimiento ade-
cuado, pero no a revisión por parte del Registrador (fuera de los supues-
tos antes expresados y a los meros efectos de la inscripción).

Por lo que se refiere al Registrador, éste no es una suerte de juez terri-
torial que pueda decidir libérrimamente lo que crea oportuno; y tampoco 
es un fiscal, encargado en general de la legalidad y de la protección de  los 
terceros; es un funcionario público que ejerce una función pública a tra-
vés de actos sujetos a un procedimiento predeterminado que otorga 
garantías a quien presenta un título inscribible, y en el ejercicio de esa 
función está sujeto a jerarquía, según el sistema diseñado por la Ley 
24/2001, de 27 de diciembre, al dar nueva redacción a los artículos 322 y 
siguientes de la Ley Hipotecaria.

Los «terceros» a los que se refiere el Registrador en su calificación en 
el presente caso no quedan protegidos, sin más, por el hecho de que dicho 
funcionario deniegue o suspenda la inscripción solicitada (antes bien, 
pueden resultar perjudicados –baste pensar, vgr., en el préstamo hipote-
cario cuya disposición por el prestatario representado se condiciona a la 
inscripción de la hipoteca-por calificaciones eventualmente basadas en 
meras elucubraciones cuando no en el simple capricho del funcionario 
calificador o en la falta de acatamiento por éste de las Resoluciones vincu-
lantes de este Centro Directivo; máxime si se tiene en cuenta que, dada la 
competencia exclusiva territorial de los Registradores, la oficina registral 
no puede ser elegida por el particular, al margen la posibilidad de solicitar 
la calificación de un Registrador sustituto en el estrecho margen preesta-
blecido que en la práctica no ha dado el resultado más deseable).

Además, respecto de la pretendida defensa específica del poderdante 
a la que alude el Registrador para intentar justificar su proceder, no puede 
olvidarse que ello supondría la arrogación extrajurisdiccional de funcio-
nes tutelares de intereses privados, mediante la atribución a sí mismo de 
una suerte de aptitud para fiscalizar, restringir e, incluso, desoír los pre-
ceptos que emanan de la autonomía privada, todo ello sin contar con ins-
trumentos de cognición que permitieran inquirir el contenido de la rela-
ción subyacente que media entre poderdante y apoderado y, obviamente, 
sin el más mínimo soporte no ya de nuestra legislación ordinaria sino de 
nuestra propia Constitución –vid. artículo 10.1– (cfr. la Resolución de esta 
Dirección General de 15 de junio de 2004).

Por otra parte, los terceros deben ser protegidos no sólo mediante la 
negativa del Registrador a inscribir (únicamente en los casos en que 
exista fundamento ex artículo 18 de la Ley Hipotecaria), sino también 
cuando inscriba. Y es que la decisión de inscribir por parte del Registra-
dor puede acarrear perjuicios para quienes no han intervenido en el acto 
o contrato de que se trate, sin que por ello se establezca en las normas que 
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disciplinan el procedimiento registral medios de reacción de esos terce-
ros para impedir la inscripción.

La protección de terceros será efectiva por el hecho de que el Registra-
dor desempeñe su función correctamente, con el cumplimiento de las 
normas que rigen el procedimiento registral y mediante la comprobación 
de que el título reúne los requisitos legalmente establecidos para su ins-
cripción (con independencia de que su retribución se haya fijado históri-
camente por arancel público; sin que, por ello, pudiera entenderse que el 
ejercicio de su función pública quede desnaturalizada por dicha circuns-
tancia; pues nadie puede plantear que, por ese criterio retributivo –se 
percibe el arancel cuando se inscribe–, el Registrador vaya a inscribir sin 
seguir dichos procedimiento y normas legales con un posible perjuicio 
para esos terceros).

Como el Notario, el Registrador ha de realizar una función de control 
de la legalidad, en el ámbito respectivo, que no queda empañada por los 
criterios de organización del servicio público antes referidos, y de modo 
que su actuación en caso de eventual incorrección pueda ser impugnada 
por los terceros que se consideren perjudicados.

4. Examinado el título presentado a calificación se observa que el 
Notario ha reseñado adecuadamente el respectivo documento auténtico 
del que nacen las facultades representativas. Y, al expresar el Notario en 
el título que, a su juicio, «… las facultades representativas acreditadas 
son suficientes para el otorgamiento de la presente escritura de carta de 
pago y cancelación de hipoteca, resulta evidente que ese juicio de sufi-
ciencia contenido en la escritura es congruente y coherente con el nego-
cio jurídico documentado en dicho título y con el mismo contenido de 
éste, ya que se trata de una escritura de carta de pago y cancelación de 
hipoteca.

Carecen, por tanto, de virtualidad alguna los obstáculos manifestados 
por el Registrador, ya que atendidos los artículos 18 de la Ley Hipotecaria 
y 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, el Notario no tiene por qué 
especificar cuáles son esas facultades representativas contenidas en la 
escritura de apoderamiento que considera suficientes. Y el juicio de sufi-
ciencia del Notario está correctamente expresado, ya que resulta con-
gruente con el contenido del negocio jurídico documentado en el título, 
siendo este aspecto capital el que debería haber calificado el Registra-
dor.

Según el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, el Registrador habrá de 
efectuar su calificación por lo que resulte del propio título y de los asien-
tos del Registro. En este ámbito, el juicio que el Notario ha emitido sobre 
la suficiencia de las facultades representativas en la escritura calificada 
no resulta contradicho por el contenido de ésta. La calificación impug-
nada   parece más inclinada a poner trabas a la calificación notarial de la 
suficiencia de tales facultades que a respetar la norma del artículo 98 de 
la Ley 24/2001; e implica la revisión de una valoración –el juicio de sufi-
ciencia de las facultades representativas de quien comparece en nombre 
ajeno– que legalmente compete al Notario, con el alcance que ha sido 
expresado en los precedentes fundamentos de derecho. Por ello, dicha 
calificación carece de todo fundamento legal y excede del ámbito que le 
es propio, conforme a los artículos 18 de la Ley Hipotecaria, 98 de la Ley 
24/2001, de 27 de diciembre, y 143 del Reglamento Notarial, según el crite-
rio de este Centro Directivo que resulta de anteriores resoluciones por las 
que ha resuelto recursos frente a calificaciones negativas análogas a la 
ahora impugnada.

Precisamente, frente a la interpretación que del artículo 143.4 del 
Reglamento Notarial hace el funcionario calificador, debe reiterarse la 
doctrina sentada por este Centro Directivo en las citadas Resoluciones de 
14, 20 y 28 de febrero de 2007 (publicadas ya en el «B.O.E.» al tiempo de 
la calificación impugnada), según la cual resulta inequívocamente de las 
citadas normas que en ningún caso puede extenderse la calificación regis-
tral a nada que otra norma con rango de Ley le haya excluido, como 
sucede con el juicio de suficiencia de las facultades representativas ex 
artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, pues el mencionado 
artículo 143.4 del Reglamento Notarial, por su rango normativo, no puede 
contradecir aquel precepto legal ni modificar el esquema establecido en 
dicha Ley o en otras normas de rango legal (artículos 1, 17 bis y 24 de la 
Ley del Notariado).

En suma, el artículo 143.4 del Reglamento Notarial no ha ampliado 
función o competencia alguna, como no la hubiera podido menoscabar, 
pues como ha quedado expuesto es una norma reglamentaria, no atribu-
tiva de competencia a autoridad pública o a funcionario distinta a la que 
ya tuviera. Es un precepto que, asimismo, exige analizar si aquel que pre-
tende negar o desvirtuar los efectos que el ordenamiento jurídico atribuye 
a la fe pública tiene competencia para ello y si actúa según el procedi-
miento establecido para el ejercicio de tal competencia, con la finalidad, 
extensión y los límites que son propios del mismo.

Debe reiterarse una vez más que entre las competencias que legal-
mente se atribuyen al Registrador en ningún caso se encuentra la que 
consista en una revisión de fondo del juicio efectuado por el Notario 
sobre la suficiencia de las facultades representativas acreditadas, pues tal 
posibilidad le está legalmente vedada ex artículo 98 ya reiterado. Por ello, 

y en contra de lo que afirma el Registrador en su calificación, el artículo 
143.4 del Reglamento Notarial no ha aumentado las facultades calificado-
res del funcionario calificador, puesto que ésta debe limitarse a calificar 
lo que su norma atributiva de competencia (vid. artículo 143.4, «in fine») 
le permite, siempre que no esté excluido por otra norma de idéntico 
rango, como sucede con el mencionado juicio de suficiencia de las facul-
tades representativas.

5. Por cuanto antecede, esta Dirección General entiende que, a la 
vista de la calificación impugnada, pueden existir causas que justifiquen 
la apertura de un expediente disciplinario conforme al artículo 313, apar-
tados B).k) de la Ley Hipotecaria, pues el Registrador procede en dicha 
calificación en sentido materialmente contrario al reiterado criterio de 
este Centro Directivo en las sucesivas resoluciones por las que ha resuelto 
recursos frente a calificaciones negativas que tienen como objeto la apli-
cación del artículo 98 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, y que son 
citadas en la presente, entre ellas las de 21, 22 y 23 de febrero, 1 de abril y 
4 de mayo de 2005 que estimaron recursos interpuestos contra calificacio-
nes del propio Sr. Arnaiz Eguren).

6. Por último, por lo que se refiere a las alegaciones vertidas por el 
Notario recurrente sobre la calificación del Registrador sustituto, cabe 
recordar que el presente recurso únicamente puede tener como objeto la 
calificación del Registrador sustituido («a los efectos de interposición del 
recurso frente a la calificación del Registrador sustituido», establece la 
regla 5.ª del artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria), lo que debe entenderse 
sin perjuicio de que, ante la calificación del Registrador sustituto que se 
limita a confirmar la calificación emitida por el Registrador sustituido –
demostrativa, como ha quedado expuesto, de la actitud injustificada y 
deliberadamente rebelde del Registrador al cumplimiento no sólo de la 
propia Ley sino de la doctrina contenida en las numerosísimas Resolucio-
nes de este Centro Directivo-, proceda estimar que por la vía oportuna 
puedan existir causas que justifiquen la apertura de un expediente disci-
plinario también contra el Registrador sustituto conforme al artículo 313, 
apartados B).k) de la Ley Hipotecaria.

Esta Dirección General ha acordado estimar el recurso interpuesto y 
revocar la calificación del Registrador.

Contra esta resolución los legalmente legitimados pueden recurrir 
mediante demanda ante el Juzgado de lo civil de la capital de la Provincia 
del lugar donde radica el inmueble en el plazo de dos meses desde su noti-
ficación, siendo de aplicación las normas del juicio verbal, todo ello con-
forme a lo establecido en los artículos 325 y 328 de la Ley Hipotecaria.

Madrid, 7 de noviembre de 2007.–La Directora General de los Regis-
tros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales Limones. 

 20161 ORDEN JUS/3383/2007, de 13 de noviembre, por la que se 
manda expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho, 
Real Carta de Sucesión en el título de Marqués de Morante 
a favor de don Pablo Muñoz-León de Rojas.

De conformidad con lo prevenido en el Real Decreto de 27 de mayo 
de 1912,

Este Ministerio, en nombre de S.M. el Rey (q.D.g.), ha tenido a bien 
disponer que, previo pago del impuesto correspondiente, se expida, sin 
perjuicio de tercero de mejor derecho, Real Carta de Sucesión en el título 
de Marqués de Morante a favor de don Pablo Muñoz-León de Rojas, por 
fallecimiento de su tío, don Antonio Muñoz-León Álvarez-Ossorio.

Madrid, 13 de noviembre de 2007.–El Ministro de Justicia, Mariano 
Fernández Bermejo. 

MINISTERIO 
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

 20162 ORDEN EHA/3384/2007, de 31 de octubre, por la que se 
otorga el cambio de denominación solicitado por la enti-
dad Depfa Bank Europe plc.

La entidad Depfa Bank Europe plc., titular de cuenta en el Mercado de 
Deuda Pública en Anotaciones, solicita el cambio de denominación a 
Depfa Bank plc. De conformidad con lo establecido en la Orden ministerial 
de 19 de mayo de 1987, que desarrolla el Real Decreto 505/1987, de 3 de 


